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 7.2. PROBLEMA 

JURÍDICO CENTRAL 

Le corresponde a la Sala Plena establecer si las expresiones a título gratuito y sin que ello constituya daño patrimonial para el 

Estado, contenidas en la disposición mencionada, suponen una violación a la prohibición impuesta a las autoridades de decretar 

auxilios o donaciones a personas de derecho y privado (artículo 355 de la Carta) y a la obligación del estado de reparar los daños 

causados por acción u omisión de las autoridades (artículo 90 CP).

Antes de efectuar el análisis propuesto, la Sala deberá determinar, como cuestión previa, la aptitud sustantiva de la demanda, pues 

buena parte de los intervinientes consideran que los cargos carecen de certeza, especificidad, pertinencia o suficiencia para 

producir un pronunciamiento de fondo.

ANÁLISIS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL EN MATERIA CONSTITUCIONALIDAD DE LA CONTRATACIÓN PÚBLICA

Sentencia  C-027-16

3 DE FEBRERO DE 2016

3. TIPO DE DECISIÓN 

 Primero.- Declarar EXEQUIBLE la expresión “a título gratuito” contenida en el artículo 10 de la Ley 1753 de 2015, por 

la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”, únicamente por el cargo 

estudiado.

Segundo.- INHIBIRSE de emitir un pronunciamiento de fondo sobre la constitucionalidad de la expresión “sin que ello 

constituya daño patrimonial al Estado”, contenida en el artículo 10 de la Ley 1753 de 2015, por ineptitud sustantiva 

de la demanda.
DR.MARÍA VICTORIA CALLE CORREA

Luis Germán Ortega Ruiz

6. PARTE ACCIONADA Departamento Nacional de Planeación- el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “

7.DESCRIPCIÓN FÁCTICA 

7.1 NORMA ACUSADA : 

 El artículo 10 (parcial) de la Ley 1753 de 2015, por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”.



La Corte ha admitido que en varias oportunidades las erogaciones que el Estado otorga a título gratuito a favor de particulares, 

surgían de todos aquéllos supuestos que la misma Constitución autorizaba, como desarrollo de los deberes y finalidades sociales del 

Estado, “con el fin de conseguir el bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población del país, al tenerlos 

como criterios que responden a la concepción del Estado Social de Derecho”. Así, entre otros, estos eventos autorizan estas 

subvenciones: (i) los subsidios en materia de servicios públicos domiciliarios (art. 368 C.P.); “el fomento de la investigación y 

transferencia de la tecnología (art. 71 C.P.); el fomento a la construcción de obras de infraestructura física y adecuación de tierras 

(art. 65 C.P.); la adquisición de predios para los trabajadores agrarios (art. 64 C.P.); la ejecución de proyectos de vivienda social y 

servicios públicos de salud y educación (Art. 49, 51 y 67)”.

“Sin embargo, solo hasta la sentencia C-152 de 1999 la Corte reconoció expresamente que la Carta autorizó al Estado para conceder 

subvenciones, estímulos económicos o subsidios a particulares, tratándose de actividades que aquella considerara dignas y 

merecedoras de apoyo y, lo más importante, precisó que su desarrollo era materia reservada a la libre configuración normativa del 

Legislador, en tanto la Carta aparte de permitir la concesión de incentivos o estímulos omitió determinar la forma en que estos 

podrían decretarse.  Frente a este reconocimiento la Corte señaló como imperativo el ejercicio de la potestad reglamentaria del 

Gobierno en punto a señalar el procedimiento que debía ser observado a fin de entregar los incentivos económicos dispuestos por 

la ley, de modo que los mismos fuesen asignados a las personas que tuviesen mayores méritos y necesidades. Actuaciones, por lo 

demás, que debían someterse a las reglas de publicidad, imparcialidad e igualdad y, por tanto, ser susceptibles de impugnación, 

cuando se desviasen los derroteros trazados por la Constitución, la ley y el reglamento la Corte reconoció que las excepciones 

descritas hasta el momento en realidad descubrían “la faz más característica del Estado social de derecho. En efecto, se suponía 

asumir como función propia la puesta en marcha de un sistema prestacional enderezado a asegurar el mínimo vital, al cual 

resultaba connatural la intervención en la vida económica y social (C.P. art. 334), de donde encontró necesario distinguir el campo 

de la prohibición de otorgar auxilios y donaciones, propia de la esfera presupuestal, del concierto de acciones propias del Estado 

social de derecho imputables al cumplimiento de deberes y principios constitucionales que necesariamente implican gasto público, 

o articularse en bienes o servicios, a veces entregados gratuitamente, sin que por ello se ingrese en el campo de la anotada 

prohibición”.

Finalmente, la Corte reiteró la sentencia C-507 de 2008,[30] en la que se analizó la creación de apoyos económicos indeterminados 

a sectores definidos por el Gobierno Nacional. El artículo fue declarado inexequible por su generalidad e indeterminación, pero la 

Corporación resumió también los requisitos de validez de asignaciones de este tipo: “1.Toda asignación de recursos públicos debe 

respetar el principio de legalidad del gasto. 2. Toda política pública del sector central, cuya ejecución suponga la asignación de 

recursos o bienes públicos, debe encontrarse reflejada en el Plan Nacional de Desarrollo y en el correspondiente Plan de Inversión. 

3. Toda disposición que autorice una asignación de recursos públicos, sin contraprestación por parte del beneficiario, tiene que 

encontrarse fundada en un mandato constitucional claro y suficiente que la autorice. 4. Debe respetar el principio de igualdad.”          

Ha explicado la Corte que, ni el artículo 355 prohíbe de manera definitiva todo tipo de fomento económico a particulares, ni puede 

interpretarse de manera tal que vacíe el contenido de diversas cláusulas que consagran los deberes del Estado. Por ese motivo, esta 

norma no solo admite excepciones, sino que permite la satisfacción de los citados mandatos. En ese orden de ideas, cada acusación 

por violación de su contenido normativo debe evaluar las condiciones en las que se concede el auxilio, y tener presentes los casos 

en los que la jurisprudencia ha encontrado que se trata de decisiones válidas.La Corte aclara que la decisión que se adoptará hará 

tránsito a cosa juzgada relativa pues la propiedad intelectual es un tema complejo, y lo que acá se ha estudiado no puede 

entenderse de manera que se desconozcan los distintos mandatos constitucionales, del derecho internacional de los derechos 

humanos y de promoción y protección de los derechos de personas y grupos vulnerables. Este tipo de proyectos no podrá dar lugar 

a una afectación del ambiente, la salud pública u otros intereses colectivos de relevancia constitucional; de igual forma, su 

contenido deberá armonizarse, por ejemplo, con los mandatos de accesibilidad para todas las obras de la ciencia y el conocimiento, 

mediante formatos adecuados para personas con discapacidad. Estas aclaraciones reflejan simplemente el deber de todas las 

autoridades de aplicar las normas constitucionales de forma armónica y sistemática, y las leyes y reglamentos bajo el principio de 

interpretación conforme a la Carta, mandato imperativo que refleja el concepto de supremacía constitucional, y el sistema de 

fuentes sobre el que se construye nuestro sistema jurídico. Por ese motivo, la Sala no considera imprescindible imponer un 

condicionamiento a la exequibilidad de la norma, sino establecer que este pronunciamiento se limita al problema jurídico objeto de 

estudio, con base en la demanda y la participación ciudadana que caracteriza a la acción pública de inconstitucionalidad. Cualquier 

conflicto con otros principios constitucionales deberá ser analizado a través de cuestionamientos ulteriores, o durante la aplicación 

de la norma en casos concretos, siempre que los ciudadanos consideren necesario elevar a la justicia constitucional un problema 

que involucre la eficacia de los mandatos superiores.
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7.4. FUNDAMENTO 

ASOCIADO CON 

PROHIBICION DE ESTABLECER AUXILIOS O DONACIONES A FAVOR DE PARTICULARES-Jurisprudencia constitucional/AUXILIOS O 

DONACIONES A FAVOR DE PERSONAS DE DERECHO PRIVADO-Alcance de la prohibición/PROHIBICION DE ESTABLECER AUXILIOS 

O DONACIONES A FAVOR DE PARTICULARES-No es absoluta/OBLIGACION ESTATAL DE FOMENTAR LA CIENCIA Y LA TECNOLOGIA-

Alcance

La Corte ha admitido que en varias oportunidades las erogaciones que el Estado otorga a título gratuito a favor de particulares, 

surgían de todos aquéllos supuestos que la misma Constitución autorizaba, como desarrollo de los deberes y finalidades sociales del 

Estado, “con el fin de conseguir el bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población del país, al tenerlos 

como criterios que responden a la concepción del Estado Social de Derecho”. Así, entre otros, estos eventos autorizan estas 

subvenciones: (i) los subsidios en materia de servicios públicos domiciliarios (art. 368 C.P.); “el fomento de la investigación y 

transferencia de la tecnología (art. 71 C.P.); el fomento a la construcción de obras de infraestructura física y adecuación de tierras 

(art. 65 C.P.); la adquisición de predios para los trabajadores agrarios (art. 64 C.P.); la ejecución de proyectos de vivienda social y 

servicios públicos de salud y educación (Art. 49, 51 y 67)”.

“Sin embargo, solo hasta la sentencia C-152 de 1999 la Corte reconoció expresamente que la Carta autorizó al Estado para conceder 

subvenciones, estímulos económicos o subsidios a particulares, tratándose de actividades que aquella considerara dignas y 

merecedoras de apoyo y, lo más importante, precisó que su desarrollo era materia reservada a la libre configuración normativa del 

Legislador, en tanto la Carta aparte de permitir la concesión de incentivos o estímulos omitió determinar la forma en que estos 

podrían decretarse.  Frente a este reconocimiento la Corte señaló como imperativo el ejercicio de la potestad reglamentaria del 

Gobierno en punto a señalar el procedimiento que debía ser observado a fin de entregar los incentivos económicos dispuestos por 

la ley, de modo que los mismos fuesen asignados a las personas que tuviesen mayores méritos y necesidades. Actuaciones, por lo 

demás, que debían someterse a las reglas de publicidad, imparcialidad e igualdad y, por tanto, ser susceptibles de impugnación, 

cuando se desviasen los derroteros trazados por la Constitución, la ley y el reglamento la Corte reconoció que las excepciones 

descritas hasta el momento en realidad descubrían “la faz más característica del Estado social de derecho. En efecto, se suponía 

asumir como función propia la puesta en marcha de un sistema prestacional enderezado a asegurar el mínimo vital, al cual 

resultaba connatural la intervención en la vida económica y social (C.P. art. 334), de donde encontró necesario distinguir el campo 

de la prohibición de otorgar auxilios y donaciones, propia de la esfera presupuestal, del concierto de acciones propias del Estado 

social de derecho imputables al cumplimiento de deberes y principios constitucionales que necesariamente implican gasto público, 

o articularse en bienes o servicios, a veces entregados gratuitamente, sin que por ello se ingrese en el campo de la anotada 

prohibición”.

Finalmente, la Corte reiteró la sentencia C-507 de 2008,[30] en la que se analizó la creación de apoyos económicos indeterminados 

a sectores definidos por el Gobierno Nacional. El artículo fue declarado inexequible por su generalidad e indeterminación, pero la 

Corporación resumió también los requisitos de validez de asignaciones de este tipo: “1.Toda asignación de recursos públicos debe 

respetar el principio de legalidad del gasto. 2. Toda política pública del sector central, cuya ejecución suponga la asignación de 

recursos o bienes públicos, debe encontrarse reflejada en el Plan Nacional de Desarrollo y en el correspondiente Plan de Inversión. 

3. Toda disposición que autorice una asignación de recursos públicos, sin contraprestación por parte del beneficiario, tiene que 

encontrarse fundada en un mandato constitucional claro y suficiente que la autorice. 4. Debe respetar el principio de igualdad.”          

Ha explicado la Corte que, ni el artículo 355 prohíbe de manera definitiva todo tipo de fomento económico a particulares, ni puede 

interpretarse de manera tal que vacíe el contenido de diversas cláusulas que consagran los deberes del Estado. Por ese motivo, esta 

norma no solo admite excepciones, sino que permite la satisfacción de los citados mandatos. En ese orden de ideas, cada acusación 

por violación de su contenido normativo debe evaluar las condiciones en las que se concede el auxilio, y tener presentes los casos 

en los que la jurisprudencia ha encontrado que se trata de decisiones válidas.La Corte aclara que la decisión que se adoptará hará 

tránsito a cosa juzgada relativa pues la propiedad intelectual es un tema complejo, y lo que acá se ha estudiado no puede 

entenderse de manera que se desconozcan los distintos mandatos constitucionales, del derecho internacional de los derechos 

humanos y de promoción y protección de los derechos de personas y grupos vulnerables. Este tipo de proyectos no podrá dar lugar 

a una afectación del ambiente, la salud pública u otros intereses colectivos de relevancia constitucional; de igual forma, su 

contenido deberá armonizarse, por ejemplo, con los mandatos de accesibilidad para todas las obras de la ciencia y el conocimiento, 

mediante formatos adecuados para personas con discapacidad. Estas aclaraciones reflejan simplemente el deber de todas las 

autoridades de aplicar las normas constitucionales de forma armónica y sistemática, y las leyes y reglamentos bajo el principio de 

interpretación conforme a la Carta, mandato imperativo que refleja el concepto de supremacía constitucional, y el sistema de 

fuentes sobre el que se construye nuestro sistema jurídico. Por ese motivo, la Sala no considera imprescindible imponer un 

condicionamiento a la exequibilidad de la norma, sino establecer que este pronunciamiento se limita al problema jurídico objeto de 

estudio, con base en la demanda y la participación ciudadana que caracteriza a la acción pública de inconstitucionalidad. Cualquier 

conflicto con otros principios constitucionales deberá ser analizado a través de cuestionamientos ulteriores, o durante la aplicación 

de la norma en casos concretos, siempre que los ciudadanos consideren necesario elevar a la justicia constitucional un problema 

que involucre la eficacia de los mandatos superiores.
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 7.2. PROBLEMA 

JURÍDICO CENTRAL 

Que el artículo 28, del cual hace parte la expresión demandada, establece que en los casos de actuaciones temerarias por parte de 

los abogados en la presentación de varias acciones de cumplimiento respecto de las mismas normas y hechos, éstos se harán 

acreedores por la autoridad competente a la sanción de suspensión de la tarjeta profesional al menos por dos (2) años y en caso de 

reincidencia, a la sanción de suspensión por cinco (5) años, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias y penales a que haya lugar, 

viola en relación con la salvedad que realiza respecto de las acciones disciplinarias, el principio estructural del debido proceso, non 

bis in idem, referido a la potestad sancionadora del Estado, el cual es concebido como una garantía política que prohibe el 

juzgamiento y la imposición de más de una sanción por un mismo hecho. Lo anterior porque con la cuestionada fórmula legal se 

estaría habilitando (…) a la jurisdicción disciplinaria para castigar dos veces por la misma conducta, desde la misma perspectiva ético 

profesional, por cuanto con la sanción al profesional del derecho por la actuación temeraria, bien inicialmente o bien por 

reincidencia, previo el agotamiento necesario de un debido proceso, según sea el caso, se agotaría la posibilidad de intervención 

punitiva del Estado; lo cual torna innecesaria la salvedad sin perjuicio de la sanción disciplinaria a la que haya lugar y 

adicionalmente”

Corresponde a la Corte Constitucional abordar dos problemas jurídicos que se resumen en las siguientes preguntas: Primero, ¿La 

expresión “autoridad competente” contenida en el artículo 28 demandado, vulnera el artículo 256 numeral 3º de la Constitución, 

puesto que, dada la ambigüedad de la expresión, el juez de conocimiento podría invadir la competencia de la jurisdicción 

disciplinaria? Segundo, ¿Permitir que una persona sea sometida a sanciones disciplinarias adicionales a las establecidas por el 

comportamiento temerario descrito en el artículo 28 demandado es una vulneración del principio non bis in idem consagrado en el 

artículo 29 de la Constitución?                                                                                                                                             

ANÁLISIS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL EN MATERIA CONSTITUCIONALIDAD DE LA CONTRATACIÓN PÚBLICA

Sentencia  C-870-02

15 DE OCTUBRE DE 20O2

3. TIPO DE DECISIÓN PRIMERO.- Declarar EXEQUIBLE la expresión “autoridad competente” contenida en el artículo 28 de la Ley 393 de 

1997.

SEGUNDO.- Declarar INEXEQUIBLE la expresión “disciplinarias o” contenida en el artículo 28 de la Ley 393 de 1997.

Dr. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA 

Carlos Mario Isaza Serrano

6. PARTE ACCIONADA

Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 28, parcial, de la Ley 393 de 1997 “Por la cual se desarrolla el artículo 87 de la 

7.DESCRIPCIÓN FÁCTICA 

7.1 NORMA ACUSADA :     El artículo 28 de la Ley 393 de 1997.



7.3. ARGUMENTOS DE LA 

CORTE

La Corte encuentra que las pretensiones de la demanda son infundadas. El enunciado según el cual la sanción será impuesta por la 

autoridad competente no permite una interpretación de la que se deduzca que el juez competente para conocer de la acción de 

cumplimiento también tiene competencia para imponer la sanción por temeridad. Las competencias son fijadas por el 

ordenamiento jurídico y, las autoridades, antes de pronunciarse  sobre un asunto, deben analizar si existe una norma que los 

faculte  para pronunciarse sobre la cuestión que ha sido sometida a su consideración. El juez que conozca de la acción de 

cumplimiento encontrará que los artículos 111, 112 y 114 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, en desarrollo del 

artículo 256 de la Carta[13], establecen que la autoridad competente para conocer de los procesos disciplinarios contra abogados 

que incurran en temeridad es, en primera instancia, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de la 

jurisdicción en donde se presente la acción de cumplimiento. Por lo tanto, la expresión demandada será declarada exequible. La 

expresión “disciplinaria” viola el principio non bis in idem en cuanto permite que, además de las sanciones aludidas en el artículo 28 

demandado, se impongan sanciones disciplinarias adicionales al abogado.considera la Corte que la norma parcialmente demandada 

permite una sanción disciplinaria que podría ser entendida como adicional a la impuesta en virtud de cualquier disposición del 

régimen disciplinario general. Lo anterior es suficiente para que el demandante y el Procurador General de la Nación consideren 

que las expresiones deban ser retiradas del ordenamiento, por restringir el principio non bis in idem. Pasa la Corte a decidir si la 

autorización legal de que concurran dos sanciones o juicios disciplinarios es violatoria del principio mencionado. Antes, sintetizará la 

jurisprudencia de la Corte sobre dicho principio.

El principio non bis in idem prohibe que una persona, por el mismo hecho, (i) sea sometida a juicios sucesivos o (ii) le sean 

impuestas varias sanciones en el mismo juiciosalvo que una sea tan solo accesoria a la otra. Una norma legal que permita que ello 

ocurra viola este principio. Es lo que sucede en el presente caso y así lo declarará la Corte en la parte resolutiva.

 7.2. PROBLEMA 

JURÍDICO CENTRAL 

Que el artículo 28, del cual hace parte la expresión demandada, establece que en los casos de actuaciones temerarias por parte de 

los abogados en la presentación de varias acciones de cumplimiento respecto de las mismas normas y hechos, éstos se harán 

acreedores por la autoridad competente a la sanción de suspensión de la tarjeta profesional al menos por dos (2) años y en caso de 

reincidencia, a la sanción de suspensión por cinco (5) años, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias y penales a que haya lugar, 

viola en relación con la salvedad que realiza respecto de las acciones disciplinarias, el principio estructural del debido proceso, non 

bis in idem, referido a la potestad sancionadora del Estado, el cual es concebido como una garantía política que prohibe el 

juzgamiento y la imposición de más de una sanción por un mismo hecho. Lo anterior porque con la cuestionada fórmula legal se 

estaría habilitando (…) a la jurisdicción disciplinaria para castigar dos veces por la misma conducta, desde la misma perspectiva ético 

profesional, por cuanto con la sanción al profesional del derecho por la actuación temeraria, bien inicialmente o bien por 

reincidencia, previo el agotamiento necesario de un debido proceso, según sea el caso, se agotaría la posibilidad de intervención 

punitiva del Estado; lo cual torna innecesaria la salvedad sin perjuicio de la sanción disciplinaria a la que haya lugar y 

adicionalmente”

Corresponde a la Corte Constitucional abordar dos problemas jurídicos que se resumen en las siguientes preguntas: Primero, ¿La 

expresión “autoridad competente” contenida en el artículo 28 demandado, vulnera el artículo 256 numeral 3º de la Constitución, 

puesto que, dada la ambigüedad de la expresión, el juez de conocimiento podría invadir la competencia de la jurisdicción 

disciplinaria? Segundo, ¿Permitir que una persona sea sometida a sanciones disciplinarias adicionales a las establecidas por el 

comportamiento temerario descrito en el artículo 28 demandado es una vulneración del principio non bis in idem consagrado en el 

artículo 29 de la Constitución?                                                                                                                                             
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 7.2. PROBLEMA 

JURÍDICO CENTRAL 

Que el artículo 8° de la Ley 617 de 2000, "Por la cual se reforma parcialmente la Ley 136 de 1994, el Decreto Extraordinario 1222 de 

1986, se adiciona la ley orgánica de presupuesto, el Decreto 1421 de 1993, se dictan otras normas tendientes a fortalecer la 

descentralización, y se dictan normas para la racionalización del gasto público nacional", contraviene lo dispuesto en el artículo 308 

Superior, en concordancia con los artículos 1°, 2°, 113, 117, 119, 133 inciso 1° y 209 de la Constitución Política.

Que con la expedición de la norma objeto de reproche constitucional se quebranta el principio de autonomía presupuestal de las 

entidades territoriales consagrado en el artículo 287 Superior, al tiempo que se desconoce el artículo 150 superior en relación con 

las funciones constitucionales atribuidas al Congreso de la República, toda vez que en el ejercicio de las mismas, al legislador le está 

vendado, por expreso mandato constitucional, limitar las apropiaciones departamentales destinadas a gastos diferentes a los de 

funcionamiento de las asambleas y contralorías de esas entidades territoriales.

 
                                                                                                                                  

ANÁLISIS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL EN MATERIA CONSTITUCIONALIDAD DE LA CONTRATACIÓN PÚBLICA

Sentencia  C-336-10

12 DE MAYO DE 2010

3. TIPO DE DECISIÓN 

ESTARSE A LO RESUELTO en la Sentencia C-579 de 2001, en la cual fue declarada la exequibilidad del artículo 8º de la 

Ley 617 de 2000, “por la cual se reforma parcialmente la Ley 136 de 1994, el decreto extraordinario 1222 de 1986, se 

adiciona la Ley Orgánica de Presupuesto, el Decreto 1421 de 1993, se dictan otras normas tendientes a fortalecer la 

descentralización, y se dictan normas para la racionalización del gasto público nacional”..

Dr. GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO

Juan Guillermo Salazar Pineda

6. PARTE ACCIONADA Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 8° (parcial) de la Ley 617 de 2000, “Por la cual se reforma parcialmente la Ley

136 de 1994, el Decreto Extraordinario 1222 de 1986, se adiciona la Ley Orgánica del presupuesto, el Decreto 1421 de 1993, se

dictan otras normas tendientes a fortalecer la descentralización, y se dictan normas para la racionalización del gasto público

nacional”

7.DESCRIPCIÓN FÁCTICA 

7.1 NORMA ACUSADA :     el artículo 8° (parcial) de la Ley 617 de 2000



 7.2. PROBLEMA 

JURÍDICO CENTRAL 

Que el artículo 8° de la Ley 617 de 2000, "Por la cual se reforma parcialmente la Ley 136 de 1994, el Decreto Extraordinario 1222 de 

1986, se adiciona la ley orgánica de presupuesto, el Decreto 1421 de 1993, se dictan otras normas tendientes a fortalecer la 

descentralización, y se dictan normas para la racionalización del gasto público nacional", contraviene lo dispuesto en el artículo 308 

Superior, en concordancia con los artículos 1°, 2°, 113, 117, 119, 133 inciso 1° y 209 de la Constitución Política.

Que con la expedición de la norma objeto de reproche constitucional se quebranta el principio de autonomía presupuestal de las 

entidades territoriales consagrado en el artículo 287 Superior, al tiempo que se desconoce el artículo 150 superior en relación con 

las funciones constitucionales atribuidas al Congreso de la República, toda vez que en el ejercicio de las mismas, al legislador le está 

vendado, por expreso mandato constitucional, limitar las apropiaciones departamentales destinadas a gastos diferentes a los de 

funcionamiento de las asambleas y contralorías de esas entidades territoriales.

 
                                                                                                                                  

7.3. ARGUMENTOS DE LA 

CORTE

En la Sentencia C-579 de 2001 la Corte resolvió el cargo esgrimido que, conforme al resumen que aparece en los antecedentes de la 

providencia, consistió en la “intromisión indebida del legislador en las finanzas de las entidades territoriales, ya que (los artículos 

demandados) determinan con qué recursos se debe pagar el funcionamiento, cuánto es lo máximo que en ello se puede gastar, 

cuál tiene que ser la distribución de esos recursos entre los diversos órganos que estructuran la administración municipal y 

departamental, y sendos periodos de transición”.

 la Corte consideró que el caso planteaba, de entrada, “un problema de armonización entre los principios de unidad nacional y 

autonomía territorial” y trajo a colación el artículo 287 superior que establece “el contenido mínimo del principio de autonomía 

territorial”, conformado por los derechos de los entes territoriales a gobernarse por autoridades propias, establecer los tributos 

necesarios para cumplir sus tareas, administrar los recursos para la realización efectiva de sus funciones y participar en las rentas 

nacionales, a lo cual la jurisprudencia ha agregado “el derecho a elaborar su propio presupuesto de rentas y gastos”.

A continuación la Corte puntualizó que, de conformidad con la misma Carta, “estas atribuciones se ejercerán de acuerdo con la 

Constitución y la Ley” y recordó que en materia financiera y presupuestal la potestad legislativa tiene cierta amplitud, como se 

desprende de los artículos 334, 287, 352, 338, 300, 344, 362, 353, 346 y 339 de la Constitución, a cuyos contenidos se refirió la 

Corporación.

la Corte concluyó que “existe una grave crisis macroeconómica” y que las limitaciones establecidas en los preceptos demandados 

son razonables, por cuanto “se dirigen a atacar la causa directa del problema que se ha identificado, a saber, el desbordamiento del 

gasto de funcionamiento de los entes territoriales” y proporcionadas, toda vez que “los porcentajes de limitación del gasto varían 

de acuerdo con la categoría de la cual se trate, imponiendo los mayores costos sobre las entidades que mayores gastos generan, en 

términos cuantitativos, y porque se preserva un amplio margen de autonomía para la entidad respectiva en la destinación de los 

recursos con los que cuenta, garantizando al mismo tiempo un interés mayor de la colectividad nacional”, sin que exista 

discriminación -puesto que es una medida general para todas las entidades territoriales- ni perjuicio injustificado para terceros -el 

cual, en caso de existir, habrá de ventilarse sobre una base casuística, y ante los tribunales u organismos competentes”.                                               

 La Corte consideró que la contrariedad con la Carta radicaba en que al incluir el situado fiscal dentro de la enumeración de los 

recursos que no se podrán destinar a gastos de funcionamiento, no se tuvo en cuenta que, en razón de lo establecido por el artículo 

356 de la Carta, esos recursos cuentan con una destinación específica para la educación y la salud de las entidades territoriales, 

luego, a juicio de la Corte, debe entenderse que “los gastos de funcionamiento que genere el ejercicio de las competencias 

territoriales en estas materias sí se pueden financiar con recursos del situado fiscal”.
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7.3. ARGUMENTOS DE LA 

CORTE

En la Sentencia C-579 de 2001 la Corte resolvió el cargo esgrimido que, conforme al resumen que aparece en los antecedentes de la 

providencia, consistió en la “intromisión indebida del legislador en las finanzas de las entidades territoriales, ya que (los artículos 

demandados) determinan con qué recursos se debe pagar el funcionamiento, cuánto es lo máximo que en ello se puede gastar, 

cuál tiene que ser la distribución de esos recursos entre los diversos órganos que estructuran la administración municipal y 

departamental, y sendos periodos de transición”.

 la Corte consideró que el caso planteaba, de entrada, “un problema de armonización entre los principios de unidad nacional y 

autonomía territorial” y trajo a colación el artículo 287 superior que establece “el contenido mínimo del principio de autonomía 

territorial”, conformado por los derechos de los entes territoriales a gobernarse por autoridades propias, establecer los tributos 

necesarios para cumplir sus tareas, administrar los recursos para la realización efectiva de sus funciones y participar en las rentas 

nacionales, a lo cual la jurisprudencia ha agregado “el derecho a elaborar su propio presupuesto de rentas y gastos”.

A continuación la Corte puntualizó que, de conformidad con la misma Carta, “estas atribuciones se ejercerán de acuerdo con la 

Constitución y la Ley” y recordó que en materia financiera y presupuestal la potestad legislativa tiene cierta amplitud, como se 

desprende de los artículos 334, 287, 352, 338, 300, 344, 362, 353, 346 y 339 de la Constitución, a cuyos contenidos se refirió la 

Corporación.

la Corte concluyó que “existe una grave crisis macroeconómica” y que las limitaciones establecidas en los preceptos demandados 

son razonables, por cuanto “se dirigen a atacar la causa directa del problema que se ha identificado, a saber, el desbordamiento del 

gasto de funcionamiento de los entes territoriales” y proporcionadas, toda vez que “los porcentajes de limitación del gasto varían 

de acuerdo con la categoría de la cual se trate, imponiendo los mayores costos sobre las entidades que mayores gastos generan, en 

términos cuantitativos, y porque se preserva un amplio margen de autonomía para la entidad respectiva en la destinación de los 

recursos con los que cuenta, garantizando al mismo tiempo un interés mayor de la colectividad nacional”, sin que exista 

discriminación -puesto que es una medida general para todas las entidades territoriales- ni perjuicio injustificado para terceros -el 

cual, en caso de existir, habrá de ventilarse sobre una base casuística, y ante los tribunales u organismos competentes”.                                               

 La Corte consideró que la contrariedad con la Carta radicaba en que al incluir el situado fiscal dentro de la enumeración de los 

recursos que no se podrán destinar a gastos de funcionamiento, no se tuvo en cuenta que, en razón de lo establecido por el artículo 

356 de la Carta, esos recursos cuentan con una destinación específica para la educación y la salud de las entidades territoriales, 

luego, a juicio de la Corte, debe entenderse que “los gastos de funcionamiento que genere el ejercicio de las competencias 

territoriales en estas materias sí se pueden financiar con recursos del situado fiscal”.

7.4. FUNDAMENTO 

ASOCIADO CON 

PRINCIPIO NON BIS IN IDEM-Derecho fundamental

PRINCIPIO NON BIS IN IDEM-Alcance de la expresión “juzgado” y “dos veces”

PRINCIPIO NON BIS IN IDEM-Alcance de las expresiones a no ser “juzgado dos veces por un mismo hecho”

                                                                                                                                                                                             



1. REFERENCIA/ EXPEDIENTE 

2. FECHA

AUTO SENTENCIA DE 

CONSTITUCIONALIDAD 

SENTENCIA DE 

UNIFICACIÓN 
TUTELA 

No se concede

4. PONENTE 

5. PARTE ACCIONANTE 

 7.2. PROBLEMA 

JURÍDICO CENTRAL 

El derecho al debido proceso, erigiéndolo como parte de los derechos fundamentales de las personas. Se trata de 

una garantía que permite a sus titulares conocer previamente las condiciones jurídicas dentro de las cuales serán 

tramitados sus asuntos, particularmente lo relacionado con la jurisdicción de la autoridad pública ante la cual se 

actúa, el ámbito de competencias de la misma, los términos dentro de los cuales deberán ser resueltas las 

peticiones y, en general, todos los aspectos de trámite idóneos como instrumento de protección ante el eventual 

abuso en que puedan incurrir los agentes del Estado o los particulares en determinados casos.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                        

Toda conducta estatal que desconozca los parámetros jurídicos que establecen las reglas de los procesos judiciales 

o administrativos debe ser censurada y, según el caso, declarada nula por la autoridad competente, pues con ella 

se habrá causado una grave alteración al vulnerar el orden constitucional. Tal es el sentido del artículo 29 de la 

Carta Política, que proscribe todo comportamiento ajeno a las reglas del principio de legalidad, según el cual todas 

las conductas de los agentes públicos deben estar previamente señaladas en la ley o en el reglamento.

ANÁLISIS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL EN MATERIA CONSTITUCIONALIDAD DE LA CONTRATACIÓN PÚBLICA

Sentencia T-1318/01

7 DE DICIEMBRE DE 2001

3. TIPO DE DECISIÓN Primero: REVOCAR la sentencia del 27 de junio de 2001, mediante la cual la Sala de Decisión Penal del Tribunal 

Superior de Distrito Judicial de Armenia, al confirmar el fallo de primera instancia, concedió el amparo solicitado 

por el ciudadano Ruben Dario García Rodríguez. En consecuencia, no se concede la tutela solicitada por el 

accionante.

Dr. RODRIGO UPRIMNY YEPES

Ruben Dario García Rodríguez 

6. PARTE ACCIONADA  La Contraloría General de la República Gerencia Departamental Quindío.

7.DESCRIPCIÓN FÁCTICA 

7.1 NORMA ACUSADA:    ley 42 de 1993
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8. CONTRIBUCIÓN 

ESPECÍFICA A UNA LINEA 

JURISPRUDENCIAL

7.3. ARGUMENTOS DE LA 

CORTE

La Corte que el órgano de control fiscal con esta actuación no vulneró el derecho al debido proceso del cual es 

titular el accionante, como tampoco su derecho de defensa, pues la ley 42 de 1993 no obliga al ente investigador a 

designar defensor de oficio para la diligencia de versión libre, ya que, como se ha explicado, tratándose de un 

trámite administrativo, el legislador goza de libertad para regularlo y la ley aplicable no hacía obligatoria la 

presencia de un defensor. La Corte Constitucional, al decidir en un caso similar, había explicado que el ente 

investigador tampoco estaba obligado a convocar oficiosamente para escuchar al implicado en diligencia de 

versión libre, fundando tal afirmación en la diferencia existente entre el proceso penal y la naturaleza 

administrativa del juicio fiscal. En aquella ocasión expresó la Corte:

“(...) en nada se vulneró el derecho de defensa del actor, como quiera que, de una parte la versión libre de cuya 

ausencia se duele al incoar la acción de tutela no es imperativamente exigida por la ley, como sí lo es la diligencia 

de indagatoria en la investigación penal, con la cual no puede llegar a confundirse el proceso de responsabilidad 

fiscal”. Corte Constitucional, Sentencia No. T- 1450 de 2000. M.P. Alfredo Beltrán Sierra.

Es evidente que si el legislador  no había establecido en la ley 42 de 1993 la obligación de escuchar al implicado en 

diligencia de versión libre, mucho menos había considerado los formalismos a observar durante la misma, es decir 

que tampoco había previsto la obligación de designar un defensor como condición de validez del mencionado acto. 

7.4. FUNDAMENTO 

ASOCIADO CON 

 7.2. PROBLEMA 

JURÍDICO CENTRAL 

El derecho al debido proceso, erigiéndolo como parte de los derechos fundamentales de las personas. Se trata de 

una garantía que permite a sus titulares conocer previamente las condiciones jurídicas dentro de las cuales serán 

tramitados sus asuntos, particularmente lo relacionado con la jurisdicción de la autoridad pública ante la cual se 

actúa, el ámbito de competencias de la misma, los términos dentro de los cuales deberán ser resueltas las 

peticiones y, en general, todos los aspectos de trámite idóneos como instrumento de protección ante el eventual 

abuso en que puedan incurrir los agentes del Estado o los particulares en determinados casos.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                        

Toda conducta estatal que desconozca los parámetros jurídicos que establecen las reglas de los procesos judiciales 

o administrativos debe ser censurada y, según el caso, declarada nula por la autoridad competente, pues con ella 

se habrá causado una grave alteración al vulnerar el orden constitucional. Tal es el sentido del artículo 29 de la 

Carta Política, que proscribe todo comportamiento ajeno a las reglas del principio de legalidad, según el cual todas 

las conductas de los agentes públicos deben estar previamente señaladas en la ley o en el reglamento.
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1. REFERENCIA/ EXPEDIENTE 

2. FECHA

AUTO SENTENCIA DE 

CONSTITUCIONALIDAD 

SENTENCIA DE UNIFICACIÓN 
TUTELA 

 EXEQUIBLE

4. PONENTE 

5. PARTE ACCIONANTE 

 7.2. PROBLEMA 

JURÍDICO CENTRAL 

QUE EL ciudadano JUAN FERNANDO ROMERO TOBON, en su condición de apoderado especial del Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público, defiende la exequibilidad de las disposiciones sometidas a revisión.

En criterio del interviniente, en el presente caso se cumple el requisito de la conexidad entre el Decreto materia de revisión y las 

causas de la Emergencia. Dice que ella se deriva de la necesidad de centralizar el manejo de los recursos destinados a la 

rehabilitación de la zona afectada y de esta manera suplir de forma eficiente las necesidades ocasionadas por causa del terremoto

 
                                                                                                                                  

ANÁLISIS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL EN MATERIA CONSTITUCIONALIDAD DE LA CONTRATACIÓN PÚBLICA

Sentencia  C-218-99

14 DE ABRIL DE 1999

3. TIPO DE DECISIÓN 

declárase EXEQUIBLE el Decreto 197 del 30 de enero de 1999, "por el cual se crea un Fondo para la Reconstrucción de 

la Región del Eje Cafetero afectada por el terremoto del 25 de enero de 1999", bajo los siguientes condicionamientos:

1) La exequibilidad del artículo 2 del Decreto revisado se declara en el entendido de que el Director Ejecutivo del 

Fondo para la Reconstrucción del Eje Cafetero es servidor público.

2) La exequibilidad del numeral 6 del artículo 3 Ibídem se declara en el entendido de que la designación de una firma 

de reconocido prestigio internacional para que ejerza la auditoría sobre los actos y contratos que realice el Fondo 
Dr. JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO

 JUAN FERNANDO ROMERO TOBON

6. PARTE ACCIONADA Revisión constitucional del Decreto Legislativo 197 del 30 de enero de 1999, "Por el cual se crea un Fondo para la Reconstrucción

de la Región del Eje Cafetero afectada por el terremoto del 25 de enero de 1999".

7.DESCRIPCIÓN FÁCTICA 

7.1 NORMA ACUSADA :     Decreto Legislativo 197 del 30 de enero de 1999



7.3. ARGUMENTOS DE LA 

CORTE

El Decreto objeto de estudio cumple a cabalidad los requisitos de forma exigidos por la Constitución y por la Ley 137 de 1994, 

Estatutaria de los Estados de Excepción.

En efecto, está firmado por el Presidente de la República y todos sus ministros -incluidos los encargados de los despachos de 

Hacienda y Crédito Público, Agricultura y Desarrollo Económico- y ha sido motivado, como corresponde a su naturaleza excepcional.                                                                                                                                                                         

La Corte Constitucional encuentra que existe relación directa, exclusiva y específica entre las medidas contempladas por el Decreto 

197 de 1999 y las razones que condujeron al Ejecutivo a declarar el Estado de excepción (Decreto 195 del 29 de enero de 1999), 

todas las cuales estuvieron relacionadas con la catástrofe ocurrida en la zona del Eje Cafetero a raíz del sismo que tuvo lugar en el 

país el 25 de enero del año en curso.

El Estado de Emergencia consagrado en el artículo 215 de la Constitución es genérico, es decir, comprende varias hipótesis de 

ruptura de la normalidad por razones distintas de las previstas en el artículo 213 Ibídem. Ello significa que el Estado excepcional 

presenta, bajo esta perspectiva, cuatro modalidades: emergencia económica, emergencia social, emergencia ecológica y 

emergencia ocasionada por grave calamidad pública.  Se mostró como tarea prioritaria, urgente y apremiante la de reconstruir la 

zona en los aspectos económico, social y ecológico, previendo simultáneamente nuevos y más graves efectos de la catástrofe. Lo 

cual demandaba y demanda cuantiosos recursos y una organización administrativa y operativa adecuada, para obtener con 

eficiencia y prontitud los resultados que la población espera y reclama, a través de mecanismos como el ideado por el Gobierno y 

plasmado en el Decreto objeto de estudio, íntimamente ligado a la causa de la emergencia.Para la Corte, si bien la disposición alude 

a la auditoría interna del Fondo, a la cual es posible y lícito que la autoridad acuda, debe precisarse que ello tan sólo es admisible si 

se entiende y aplica sin perjuicio del control fiscal a cargo de la Contraloría General de la República, que debe cumplir su función de 

manera posterior y selectiva, siempre que esté de por medio el manejo de fondos y bienes públicos.

Por otra parte, el carácter excepcional de la autorización que la Carta Política otorga para contratar con entidades privadas la 

vigilancia de la gestión fiscal del Estado (art. 267 C.P.), implica que se la interprete de modo estricto y delimitado en sus alcances, 

por lo cual no es posible hacer  uso de ella sino en casos especiales que el legislador debe definir -bien puede hacerlo el 

extraordinario en el Estado de Emergencia-, e inevitablemente deben observarse todos y cada uno de los requisitos que señala el 

artículo constitucional citado. En él se prevé que, si bien la vigilancia de la gestión fiscal del Estado y de los particulares y de 

entidades que manejen fondos o bienes públicos corresponde a la Contraloría General de la República, en los casos especiales que 

la ley contemple podrá encomendarse tal vigilancia a empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos y 

contratadas previo concepto del Consejo de Estado.En lo que se refiere al Director Ejecutivo, considera la Corte que su forma de 

designación y el tipo de funciones que le son encomendadas, referentes al cumplimiento de las decisiones que adopte el Consejo 

Directivo, se avienen a los preceptos constitucionaleS.

No obstante, cabe advertir que, siendo una excepción, con alcances restringidos, la aludida posibilidad de que particulares cumplan 

funciones administrativas y en general públicas, es la ley la encargada de definir, sin suscitar dudas al respecto, cuáles de esas 

atribuciones pueden ser asumidas por particulares, regulando las condiciones de las mismas y señalando sus responsabilidades 

(artículos 123 y 210 C.P.).

De lo cual se deduce que, como en el caso del Director Ejecutivo del Fondo para la Reconstrucción del Eje Cafetero -a diferencia de 

lo que consagró para los miembros de su Consejo Directivo- guardó la ley silencio y no autorizó de manera expresa que tal cargo 

pudiese ser desempeñado por un particular, es menester que la exequibilidad del artículo 2 del Decreto Legislativo se condicione.



7.3. ARGUMENTOS DE LA 

CORTE

El Decreto objeto de estudio cumple a cabalidad los requisitos de forma exigidos por la Constitución y por la Ley 137 de 1994, 

Estatutaria de los Estados de Excepción.

En efecto, está firmado por el Presidente de la República y todos sus ministros -incluidos los encargados de los despachos de 

Hacienda y Crédito Público, Agricultura y Desarrollo Económico- y ha sido motivado, como corresponde a su naturaleza excepcional.                                                                                                                                                                         

La Corte Constitucional encuentra que existe relación directa, exclusiva y específica entre las medidas contempladas por el Decreto 

197 de 1999 y las razones que condujeron al Ejecutivo a declarar el Estado de excepción (Decreto 195 del 29 de enero de 1999), 

todas las cuales estuvieron relacionadas con la catástrofe ocurrida en la zona del Eje Cafetero a raíz del sismo que tuvo lugar en el 

país el 25 de enero del año en curso.

El Estado de Emergencia consagrado en el artículo 215 de la Constitución es genérico, es decir, comprende varias hipótesis de 

ruptura de la normalidad por razones distintas de las previstas en el artículo 213 Ibídem. Ello significa que el Estado excepcional 

presenta, bajo esta perspectiva, cuatro modalidades: emergencia económica, emergencia social, emergencia ecológica y 

emergencia ocasionada por grave calamidad pública.  Se mostró como tarea prioritaria, urgente y apremiante la de reconstruir la 

zona en los aspectos económico, social y ecológico, previendo simultáneamente nuevos y más graves efectos de la catástrofe. Lo 

cual demandaba y demanda cuantiosos recursos y una organización administrativa y operativa adecuada, para obtener con 

eficiencia y prontitud los resultados que la población espera y reclama, a través de mecanismos como el ideado por el Gobierno y 

plasmado en el Decreto objeto de estudio, íntimamente ligado a la causa de la emergencia.Para la Corte, si bien la disposición alude 

a la auditoría interna del Fondo, a la cual es posible y lícito que la autoridad acuda, debe precisarse que ello tan sólo es admisible si 

se entiende y aplica sin perjuicio del control fiscal a cargo de la Contraloría General de la República, que debe cumplir su función de 

manera posterior y selectiva, siempre que esté de por medio el manejo de fondos y bienes públicos.

Por otra parte, el carácter excepcional de la autorización que la Carta Política otorga para contratar con entidades privadas la 

vigilancia de la gestión fiscal del Estado (art. 267 C.P.), implica que se la interprete de modo estricto y delimitado en sus alcances, 

por lo cual no es posible hacer  uso de ella sino en casos especiales que el legislador debe definir -bien puede hacerlo el 

extraordinario en el Estado de Emergencia-, e inevitablemente deben observarse todos y cada uno de los requisitos que señala el 

artículo constitucional citado. En él se prevé que, si bien la vigilancia de la gestión fiscal del Estado y de los particulares y de 

entidades que manejen fondos o bienes públicos corresponde a la Contraloría General de la República, en los casos especiales que 

la ley contemple podrá encomendarse tal vigilancia a empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos y 

contratadas previo concepto del Consejo de Estado.En lo que se refiere al Director Ejecutivo, considera la Corte que su forma de 

designación y el tipo de funciones que le son encomendadas, referentes al cumplimiento de las decisiones que adopte el Consejo 

Directivo, se avienen a los preceptos constitucionaleS.

No obstante, cabe advertir que, siendo una excepción, con alcances restringidos, la aludida posibilidad de que particulares cumplan 

funciones administrativas y en general públicas, es la ley la encargada de definir, sin suscitar dudas al respecto, cuáles de esas 

atribuciones pueden ser asumidas por particulares, regulando las condiciones de las mismas y señalando sus responsabilidades 

(artículos 123 y 210 C.P.).

De lo cual se deduce que, como en el caso del Director Ejecutivo del Fondo para la Reconstrucción del Eje Cafetero -a diferencia de 

lo que consagró para los miembros de su Consejo Directivo- guardó la ley silencio y no autorizó de manera expresa que tal cargo 

pudiese ser desempeñado por un particular, es menester que la exequibilidad del artículo 2 del Decreto Legislativo se condicione.
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Hacienda y Crédito Público, Agricultura y Desarrollo Económico- y ha sido motivado, como corresponde a su naturaleza excepcional.                                                                                                                                                                         

La Corte Constitucional encuentra que existe relación directa, exclusiva y específica entre las medidas contempladas por el Decreto 

197 de 1999 y las razones que condujeron al Ejecutivo a declarar el Estado de excepción (Decreto 195 del 29 de enero de 1999), 
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zona en los aspectos económico, social y ecológico, previendo simultáneamente nuevos y más graves efectos de la catástrofe. Lo 

cual demandaba y demanda cuantiosos recursos y una organización administrativa y operativa adecuada, para obtener con 

eficiencia y prontitud los resultados que la población espera y reclama, a través de mecanismos como el ideado por el Gobierno y 
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designación y el tipo de funciones que le son encomendadas, referentes al cumplimiento de las decisiones que adopte el Consejo 
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No obstante, cabe advertir que, siendo una excepción, con alcances restringidos, la aludida posibilidad de que particulares cumplan 

funciones administrativas y en general públicas, es la ley la encargada de definir, sin suscitar dudas al respecto, cuáles de esas 

atribuciones pueden ser asumidas por particulares, regulando las condiciones de las mismas y señalando sus responsabilidades 

(artículos 123 y 210 C.P.).

De lo cual se deduce que, como en el caso del Director Ejecutivo del Fondo para la Reconstrucción del Eje Cafetero -a diferencia de 

lo que consagró para los miembros de su Consejo Directivo- guardó la ley silencio y no autorizó de manera expresa que tal cargo 

pudiese ser desempeñado por un particular, es menester que la exequibilidad del artículo 2 del Decreto Legislativo se condicione.
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necesidad, finalidad, proporcionalidad e insuficiencia de medios, exigidos por el artículo 215 de la Constitución y la  ley estatutaria 

de los estados de excepción. Se estableció así mismo que el decreto bajo revisión respeta los límites generales previstos en la 

Constitución y en los tratados sobre derechos humanos, cuando mediante las medidas de excepción se contemplan restricciones a 

derechos fundamentales o garantías constitucionales.
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7.DESCRIPCIÓN FÁCTICA 

7.1 NORMA ACUSADA :     

Revisión oficiosa de constitucionalidad del Decreto Legislativo 4674 de diciembre 17 de 2010 “Por cual se dictan normas sobre evacuación de 

personas y se dictan otras medidas”.



 7.2. PROBLEMA 
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Las medidas adoptadas en el Decreto 4674 de 2010, orientadas a la evacuación, reubicación, reasentamiento y acompañamiento 
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necesidad, finalidad, proporcionalidad e insuficiencia de medios, exigidos por el artículo 215 de la Constitución y la  ley estatutaria 

de los estados de excepción. Se estableció así mismo que el decreto bajo revisión respeta los límites generales previstos en la 

Constitución y en los tratados sobre derechos humanos, cuando mediante las medidas de excepción se contemplan restricciones a 

derechos fundamentales o garantías constitucionales.

QUE EL DECRETO LEGISLATIVO DE DESARROLLO DE ESTADO DE EMERGENCIA ECONOMICA, SOCIAL Y ECOLOGICA-Adopción de 

medidas sobre evacuación de personas que se encuentran en zonas de alto riesgo por el efecto de la ola invernal Y DEMAS 

NORMAS NECESITAN LA Revisión oficiosa de constitucionalidad. 

7.3. ARGUMENTOS DE LA 

CORTE

la Corte Constitucional, en la sentencia C-156 de 2011, declaró la exequibilidad del Decreto 4580 de 2010, declaratorio del estado 

de emergencia. En esta decisión encontró plenamente acreditadas todas las circunstancias extraordinarias de perturbación del 

orden económico, social y ecológico, invocadas por el Presidente de la República, entre las que se encuentran las referidas. Así 

mismo, el Decreto 4674 de 2010 en su parte motiva reitera las anteriores consideraciones relativas a las cifras reportadas por la 

Dirección de Gestión del Riesgo del Ministerio de Justicia sobre las pérdidas humanas ocasionadas por el fenómeno de La Niña, las 

familias afectadas o que habitan zonas de riesgo no mitigable, así como respecto de las viviendas destruidas. Destaca que “el 

Gobierno Nacional carece de normas precisas relacionadas con la evacuación de personas que se encuentren en grave situación de 

riesgo”.  Observa la Corte que las medidas adoptadas por el Decreto 4674 de 2010, orientadas a la protección de la población que 

se encuentra en grave peligro o ante la inminencia de desastre, están relacionadas de manera directa y específica con la crisis 

generada por el denominado fenómeno de La Niña, el cual originó la declaratoria del estado de emergencia económica, social y 

ecológica, mediante el Decreto 4580 de 2010.procede la Corte a constatar si las medidas adoptadas en el Decreto Legislativo objeto 

de este juicio, satisface el principio de necesidad. Al respecto se advierte que, de acuerdo con la información estadística recaudada 

por la Dirección de Gestión del Riesgo del Ministerio del Interior y de Justicia, la situación de calamidad pública declarada mediante 

el Decreto 4580 de 2010 dejó un saldo de 325.000 familias pobres afectadas, las cuales habitan zonas de alto riesgo no mitigable. La 

misma oficina reportó información acerca de  que “como consecuencia del actual fenómeno de La Niña, han perdido la vida más de 

200 personas, han desaparecido más de 120, han resultado heridas más de 250, hay 337.513 familias afectadas, 2.049 viviendas 

destruidas y 275.569 viviendas averiadas en 654 municipios de Colombia”. Esta situación calamitosa impide además la correcta 

prestación de los servicios públicos básicos para la supervivencia de la población ubicada en las zonas de desastre.No desconoce la 

Sala que también el  Código Nacional de Policía (Art. 11), autoriza a las autoridades regionales y locales para emitir una serie de 

órdenes en caso de inundación, terremoto, incendio, o epidemia, con el propósito de conjurar la calamidad y mitigar sus 

consecuencias. Estas medidas están relacionadas con el derribo o construcción de obras; la restricción en la circulación de vehículos 

y personas en las zonas afectadas; la desocupación de casas, almacenes y tiendas y su sellamiento; desviar el cauce de aguas; 

ordenar la suspensión de reuniones, espectáculos y clausura de centros educativos; reglamentar el aprovisionamiento y 

distribución de víveres y la prestación de servicios públicos; organizar campamentos; crear juntas cívicas que se encarguen del 

socorro de la población damnificada.Se reitera, que tal como lo tiene establecido la jurisprudencia de esta corporación únicamente 

dentro de un marco de respeto a los principios del constitucionalismo se puede entender como legítima la utilización de los poderes 

excepcionales que en los estados de emergencia se adscriben al ejecutivo. Corresponde en este aparte establecer si las medidas 

adoptadas por el Gobierno Nacional en el Decreto 4674 de 2010 superan los denominados juicios de ausencia de arbitrariedad, 

intangibilidad, no contradicción específica con la Constitución y no discriminación.la Corte concluye que las medidas adoptadas en 

el Decreto 4674 de 2010, orientadas a la evacuación, reubicación, reasentamiento y acompañamiento institucional de las personas 

que ocupan zonas calificadas como de alto riesgo no mitigable, satisfacen los requisitos de conexidad, necesidad, finalidad, 

proporcionalidad e insuficiencia de medios, exigidos por el artículo 215 de la Constitución y la  ley estatutaria de los estados de 

excepción. Se estableció así mismo que el decreto bajo revisión respeta los límites generales previstos en la Constitución y en los 

tratados sobre derechos humanos, cuando mediante las medidas de excepción se contemplan restricciones a derechos 

fundamentales o garantías constitucionales.
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